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INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 235 DE 2017 

SENADO, 141 DE 2017 CÁMARA
por la cual se hace el reconocimiento a la cultura, 
tradición e identidad llanera y se insta a las 
autoridades locales administrativas a desarrollar un 
plan especial de salvaguarda al patrimonio cultural 

llanero.
Bogotá, D. C., mayo 17 de 2018
Doctores
Honorable Senador 
EFRAÍN CEPEDA SANABRIA 
Presidente Senado de la República 
Honorable Representante
RODRIGO LARA RESTREPO
Presidente Cámara de Representantes
Referencia: Informe de Conciliación al 

Proyecto de ley número 235 de 2017 Senado, 
141 de 2017 Cámara, por la cual se hace el 
reconocimiento a la cultura, tradición e identidad 
llanera y se insta a las autoridades locales 
administrativas a desarrollar un plan especial de 
salvaguarda al patrimonio cultural llanero.

Respetados Presidentes:
Atentamente me permito remitir a sus Despachos 

el Informe de Conciliación al Proyecto de 
ley número 235 de 2017 Senado, 141 de 2017 
Cámara, “por la cual se hace el reconocimiento a la 
cultura, tradición e identidad llanera y se insta a las 
autoridades locales administrativas a desarrollar 
un plan especial de salvaguarda al patrimonio 
cultural llanero”, con el fin de que sea aprobado por 
la Plenaria del Senado y la Plenaria de la Cámara de 
Representantes. 

Sin otro motivo de la presente, agradezco a 
ustedes darle trámite a este oficio. 
Con sentimientos de respeto,

INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 235 DE 2017 

SENADO, 141 DE 2017 CÁMARA
por la cual se hace el reconocimiento a la cultura, 
tradición e identidad llanera y se insta a las autoridades 
locales administrativas a desarrollar un plan especial 

de salvaguarda al patrimonio cultural llanero.
Honorable Senador
EFRAÍN CEPEDA SANABRIA
Presidente Senado de la República
Honorable Representante
RODRIGO LARA RESTREPO
Presidente Cámara de Representantes
Referencia: Informe de Conciliación al 

Proyecto de ley número 235 de 2017 Senado, 
141 de 2017 Cámara, por la cual se hace el 
reconocimiento a la cultura, tradición e identidad 
llanera y se insta a las autoridades locales 
administrativas a desarrollar un plan especial de 
salvaguarda al patrimonio cultural llanero.

Señores Presidentes
En cumplimiento de la honrosa designación que 

nos hicieren, y de conformidad con los artículos 
161 de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª 
de 1992 nos permitimos someter, por su conducto, 
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CUADRO COMPARATIVO PROYECTO DE LEY NÚMERO 235 DE 2017 SENADO,  
141 DE 2017 CÁMARA

TEXTO APROBADO EN 
SENADO

TEXTO APROBADO EN 
CÁMARA TEXTO CONCILIADO

Artículo 1°. Objeto. Lograr el reconoci-
miento nacional e internacional del pai-
saje llanero, la riqueza y diversidad de 
los Llanos Orientales, comprendida por 
el conjunto de expresiones y manifesta-
ciones culturales materiales e inmate-
riales de la identidad llanera, logrando 
con tal medida la salvaguarda de las tra-
diciones de las comunidades y pueblos 
que integran el territorio llanero.

Así mismo, proteger el paisaje cultural 
llanero conservando y realzando sus 
valores naturales, sin desconocer el uso 
tradicional de la tierra, manteniendo su 
diversidad biológica.

Artículo 1°. Objeto. Lograr el reconoci-
miento nacional e internacional del pai-
saje llanero, la riqueza y diversidad de 
los Llanos Orientales, comprendida por 
el conjunto de expresiones y manifesta-
ciones culturales materiales e inmate-
riales de la identidad llanera, logrando 
con tal medida la salvaguarda de las tra-
diciones de las comunidades y pueblos 
que integran el territorio llanero.

Así mismo, proteger el paisaje cultural 
llanero conservando y realzando sus 
valores naturales, sin desconocer el uso 
tradicional de la tierra, manteniendo su 
diversidad biológica.

Queda igual

Artículo 2°. Reconózcase como elemen-
tos integrantes de la riqueza y patrimo-
nio cultural de la Nación el conjunto de 
expresiones y manifestaciones culturales 
materiales e inmateriales de los Llanos 
Orientales, la identidad llanera, el depor-
te del coleo, las expresiones lingüísticas, 
sonoras, musicales, cantos de vaquería, 
expresiones audiovisuales, fílmicas, tes-
timoniales, documentales, literarias, bi-
bliográficas, museológicas o antropoló-
gicas, el paisaje cultural, su fauna y flora

Parágrafo. Para los efectos de la pre-
sente ley, entiéndase por patrimonio 
cultural lo definido en el artículo 1° de 
la Convención sobre la Protección del 
Patrimonio Mundial Cultural y Natural 
de 1972 que pacta:

“A los efectos de la presente Convención 
se considerará “patrimonio cultural”: 
los monumentos: obras arquitectónicas, 
de escultura o de pintura monumenta-
les, elementos o estructuras de carácter 
arqueológico, inscripciones, cavernas 
y grupos de elementos, que tengan un 
valor universal excepcional desde el 
punto de vista de la historia, del arte o 
de la ciencia, los conjuntos: grupos de 
construcciones, aisladas o reunidas, 
cuya arquitectura, unidad e integración  
en el paisaje les dé un valor universal

Artículo 2°. Reconózcase como elemen-
tos integrantes de la riqueza y patrimo-
nio cultural de la Nación el conjunto de 
expresiones y manifestaciones culturales 
materiales e inmateriales de los Llanos 
Orientales, la identidad llanera, el depor-
te del coleo, las expresiones lingüísticas, 
sonoras, musicales, cantos de vaquería, 
expresiones audiovisuales, fílmicas, tes-
timoniales, documentales, literarias, bi-
bliográficas, museológicas o antropoló-
gicas, el paisaje cultural, su fauna y flora.

Parágrafo. Para los efectos de la pre-
sente ley, entiéndase por patrimonio 
cultural lo definido en el artículo 1° de 
la Convención sobre la Protección del 
Patrimonio Mundial Cultural y Natural 
de 1972 que pacta:

“A los efectos de la presente Convención 
se considerará “patrimonio cultural”: 
los monumentos: obras arquitectónicas, 
de escultura o de pintura monumenta-
les, elementos o estructuras de carácter 
arqueológico, inscripciones, cavernas 
y grupos de elementos, que tengan un 
valor universal excepcional desde el 
punto de vista de la historia, del arte o 
de la ciencia, los conjuntos: grupos de 
construcciones, aisladas o reunidas, 
cuya arquitectura, unidad e integración  
en el paisaje les dé un valor universal

Queda igual

a consideración de las Plenarias de Senado y de 
la Cámara de Representantes el texto conciliado 
al Proyecto de ley número 235 de 2017 Senado 
-141 de 2017 Cámara, “por la cual se hace el 
reconocimiento a la cultura, tradición e identidad 
llanera y se insta a las autoridades locales 
administrativas a desarrollar un plan especial de 
salvaguarda al patrimonio cultural llanero”.

Para cumplir con dicha labor, nos reunimos para 
estudiar y analizar los textos aprobados por las 
Plenarias de la Cámara de Representantes y Senado 
con el fin de llegar por unanimidad, a un texto 
conciliado en los siguientes términos:

Teniendo en cuenta que la diferencia entre los 
dos textos aprobados en cada una de las plenarias, 
consiste en la adición de un único artículo nuevo, 
propuesto en la Cámara de Representantes (artículo 
7°), en razón a ser declarado el 25 de julio como 
el Día Nacional de la Cultura, tradición e identidad 
llanera, respondiendo al legado histórico que se 
llevó a cabo el 25 de julio de 1819, día en el cual las 
tropas patriotas y las tropas realistas en la campaña 
libertadora  se enfrentaron por la independencia 
de La Nueva Granada, hoy Colombia, Panamá, 
Venezuela y Ecuador en la batalla del Pantano de 
Vargas.
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TEXTO APROBADO EN 
SENADO

TEXTO APROBADO EN 
CÁMARA TEXTO CONCILIADO

excepcional desde el punto de vista de 
la historia, del arte o de la ciencia, - los 
lugares: obras del hombre u obras con-
juntas del hombre y la naturaleza así 
como las zonas, incluidos los lugares 
arqueológicos que tengan un valor uni-
versal excepcional desde el punto de 
vista histórico, estético, etnológico o 
antropológico”.

excepcional desde el punto de vista de 
la historia, del arte o de la ciencia, - los 
lugares: obras del hombre u obras con-
juntas del hombre y la naturaleza así 
como las zonas, incluidos los lugares 
arqueológicos que tengan un valor uni-
versal excepcional desde el punto de 
vista histórico, estético, etnológico o 
antropológico”.

Artículo 3°. Reconózcase el paisaje cul-
tural llanero como patrimonio cultural 
material e inmaterial de la Nación. Los 
departamentos que conforman la región 
de la Orinoquia deberán integrar la pro-
tección del patrimonio cultural y natural 
en los programas de planificación regio-
nal, impulsando a los miembros del Sis-
tema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, a la realización de proyec-
tos de investigación en el marco de los 
Programas Nacionales y Programas Es-
tratégicos presentados en las convocato-
rias anuales que adelanta Colciencias y 
realizar las gestiones necesarias para la 
inscripción del paisaje cultural llanero 
en la lista del patrimonio mundial de la 
Unesco.

Artículo 3°. Reconózcase el paisaje cul-
tural llanero como patrimonio cultural 
material e inmaterial de la Nación. Los 
departamentos que conforman la región 
de la Orinoquia deberán integrar la pro-
tección del patrimonio cultural y natural 
en los programas de planificación regio-
nal, impulsando a los miembros del Sis-
tema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, a la realización de proyec-
tos de investigación en el marco de los 
Programas Nacionales y Programas Es-
tratégicos presentados en las convocato-
rias anuales que adelanta Colciencias y 
realizar las gestiones necesarias para la 
inscripción del paisaje cultural llanero 
en la lista del patrimonio mundial de la 
Unesco.

Queda igual 

Artículo 4°. Adóptense por parte de las 
autoridades locales administrativas las 
medidas necesarias para garantizar la 
salvaguardia del Patrimonio Cultural, 
comprendido como el conjunto de ex-
presiones y manifestaciones culturales 
materiales e inmateriales en el territorio 
llanero.

Artículo 4°. Adóptense por parte de las 
autoridades locales administrativas las 
medidas necesarias para garantizar la 
salvaguardia del Patrimonio Cultural, 
comprendido como el conjunto de ex-
presiones y manifestaciones culturales 
materiales e inmateriales en el territorio 
llanero.

Queda igual 

Artículo 5°. A partir de la entrada en vi-
gencia de la presente ley será deber de 
las autoridades locales administrativas:

a) La salvaguardia de las expresiones y 
manifestaciones culturales de los Lla-
nos Orientales y la identidad llanera;

b) El respeto del patrimonio cultural de 
las comunidades, grupos e individuos 
que se trate;

c) La sensibilización mediante su ges-
tión, en el plano local y nacional la im-
portancia del patrimonio cultural mate-
rial e inmaterial y de su reconocimiento 
recíproco.

Artículo 5°. A partir de la entrada en vi-
gencia de la presente ley será deber de 
las autoridades locales administrativas:

a) La salvaguardia de las expresiones y 
manifestaciones culturales de los Lla-
nos Orientales y la identidad llanera;

b) El respeto del patrimonio cultural de 
las comunidades, grupos e individuos 
que se trate;

c) La sensibilización mediante su ges-
tión, en el plano local y nacional la im-
portancia del patrimonio cultural mate-
rial e inmaterial y de su reconocimiento 
recíproco.

Queda igual 

Artículo 6º. Ínstense al Ministerio de 
Cultura para que convoque a los Depar-
tamentos de Casanare, Meta, Arauca, 
Guaviare y Vichada para la conforma-
ción de un comité técnico regional que 
estará integrado por grupos sectoriales 
académicos, Corporaciones Autónomas 
Regionales, Administraciones Munici-
pales y Departamentales para el desa-
rrollo de iniciativas y mesas de trabajo 
con el fin de realizar la solicitud de ins-
cripción en la lista de Patrimonio Mun-
dial de la Unesco.

Artículo 6º. Ínstense al Ministerio de 
Cultura para que convoque a los Depar-
tamentos de Casanare, Meta, Arauca, 
Guaviare y Vichada para la conforma-
ción de un comité técnico regional que 
estará integrado por grupos sectoriales 
académicos, Corporaciones Autónomas 
Regionales, Administraciones Munici-
pales y Departamentales para el desa-
rrollo de iniciativas y mesas de trabajo 
con el fin de realizar la solicitud de ins-
cripción en la lista de Patrimonio Mun-
dial de la Unesco.

Queda igual
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TEXTO APROBADO EN 
SENADO

TEXTO APROBADO EN 
CÁMARA TEXTO CONCILIADO

Cada uno de los Departamentos y en-
tidades que conformen dicha comisión 
técnico regional, dentro de su marco de 
gasto de mediano plazo, propenderá por 
la adecuada disponibilidad de recursos 
que permita el cumplimiento de los ob-
jetivos.

Cada uno de los Departamentos y en-
tidades que conformen dicha comisión 
técnico regional, dentro de su marco de 
gasto de mediano plazo, propenderá por 
la adecuada disponibilidad de recursos 
que permita el cumplimiento de los ob-
jetivos.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir 
de su sanción.

Artículo 7°. Declárase el 25 de julio 
como el Día Nacional de la Cultura, tra-
dición e identidad llanera. El Congreso 
de la República, el Ministerio de Cul-
tura y las entidades administrativas del 
orden territorial que integran el territo-
rio llanero, realizaran en este mes activi-
dades para dar a conocer y promocionar 
la cultura, tradición e identidad llanera 
del país.

Se acoge el texto propuesto por Cámara 
que adiciona el artículo 7°. 

Artículo 8º. La presente ley rige a partir 
de su sanción.

Queda igual. 

En consecuencia, los suscritos conciliadores, 
solicitamos a las Plenarias del honorable 
Congreso de la República aprobar el texto 
conciliado del Proyecto de ley número 235 de 
2017 Senado, 141 de 2017 Cámara, “por la cual 
se hace el reconocimiento a la cultura, tradición 
e identidad llanera y se insta a las autoridades 
locales administrativas a desarrollar un plan 
especial de salvaguarda al patrimonio cultural 
llanero”.

De los honorables Congresistas,

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 235 DE 2017 SENADO,  

141 DE 2017 CÁMARA

por la cual se hace el reconocimiento a la cultura, 
tradición e identidad llanera y se insta a las 
autoridades locales administrativas a desarrollar un 
plan especial de salvaguarda al patrimonio cultural 

llanero.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Lograr el reconocimiento 
nacional e internacional del paisaje llanero, la riqueza 
y diversidad de los llanos orientales, comprendida 
por el conjunto de expresiones y manifestaciones 
culturales materiales e inmateriales de la identidad 
llanera, logrando con tal medida la salvaguarda de 
las tradiciones de las comunidades y pueblos que 
integran el territorio llanero.

Así mismo, proteger el paisaje cultural llanero 
conservando y realzando sus valores naturales, 

sin desconocer el uso tradicional de la tierra, 
manteniendo su diversidad biológica.

Artículo 2°. Reconózcase como elementos 
integrantes de la riqueza y patrimonio cultural de la 
Nación el conjunto de expresiones y manifestaciones 
culturales materiales e inmateriales de los llanos 
orientales, la identidad llanera, el deporte del coleo, 
las expresiones lingüísticas, sonoras, musicales, 
cantos de vaquería, expresiones audiovisuales, 
fílmicas, testimoniales, documentales, literarias, 
bibliográficas, museológicas o antropológicas, el 
paisaje cultural, su fauna y flora.

Parágrafo. Para los efectos de la presente ley, 
entiéndase por patrimonio cultural lo definido en el 
artículo 1° de la Convención sobre la Protección del 
Patrimonio Mundial Cultural y Natural de 1972 que 
pacta:

“A los efectos de la presente Convención 
se considerará “patrimonio cultural”: - los 
monumentos: obras arquitectónicas, de escultura o 
de pintura monumentales, elementos o estructuras 
de carácter arqueológico, inscripciones, cavernas 
y grupos de elementos, que tengan un valor 
universal excepcional desde el punto de vista de 
la historia, del arte o de la ciencia, los conjuntos: 
grupos de construcciones, aisladas o reunidas, cuya 
arquitectura, unidad e integración en el paisaje les 
dé un valor universal excepcional desde el punto 
de vista de la historia, del arte o de la ciencia, - 
los lugares: obras del hombre u obras conjuntas 
del hombre y la naturaleza así como las zonas, 
incluidos los lugares arqueológicos que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista 
histórico, estético, etnológico o antropológico”.

Artículo 3°. Reconózcase el paisaje cultural 
llanero como patrimonio cultural material e 
inmaterial de la Nación. Los Departamentos que 
conforman la región de la Orinoquia deberán 
integrar la protección del patrimonio cultural y 
natural en los programas de planificación regional, 
impulsando a los miembros del Sistema Nacional de 
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Ciencia, Tecnología e Innovación, a la realización 
de proyectos de investigación en el marco de los 
Programas Nacionales y Programas Estratégicos 
presentados en las convocatorias anuales que adelanta 
Colciencias y realizar las gestiones necesarias para 
la inscripción del paisaje cultural llanero en la lista 
del patrimonio mundial de la Unesco.

Artículo 4°. Adóptense por parte de las autoridades 
locales administrativas las medidas necesarias para 
garantizar la salvaguardia del Patrimonio Cultural, 
comprendido como el conjunto de expresiones y 
manifestaciones culturales materiales e inmateriales 
en el territorio llanero.

Artículo 5°. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley será deber de las autoridades locales 
administrativas:

a) 	 La salvaguardia de las expresiones y mani-
festaciones culturales de los llanos orienta-
les y la identidad llanera;

b) 	 El respeto del patrimonio cultural de las 
comunidades, grupos e individuos que se 
trate;

c) 	 La sensibilización mediante su gestión, en 
el plano local y nacional la importancia del 
patrimonio cultural material e inmaterial y 
de su reconocimiento recíproco.

Artículo 6º. Ínstense al Ministerio de Cultura 
para que convoque a los Departamentos de 
Casanare, Meta, Arauca, Guaviare y Vichada para 
la conformación de un comité técnico regional que 
estará integrado por grupos sectoriales académicos, 
Corporaciones Autónomas Regionales, 
Administraciones Municipales y Departamentales 
para el desarrollo de iniciativas y mesas de trabajo 
con el fin de realizar la solicitud de inscripción en 
la lista de Patrimonio Mundial de la Unesco.

Cada uno de los Departamentos y entidades que 
conformen dicha comisión técnico regional, dentro 
de su marco de gasto de mediano plazo, propenderá 
por la adecuada disponibilidad de recursos que 
permita el cumplimiento de los objetivos.

Artículo 7°. Declárase el 25 de julio como el 
Día Nacional de la Cultura, tradición e identidad 
llanera. El Congreso de la República, el Ministerio 
de Cultura y las entidades administrativas del 
orden territorial que integran el territorio llanero, 
realizaran en este mes actividades para dar a 
conocer y promocionar la cultura, tradición e 
identidad llanera del país.

Artículo 8º. La presente ley rige a partir de su 
sanción.

De los honorables Congresistas,

INFORME DE CONCILIACIÓN  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 115  

DE 2017 SENADO, 195 DE 2016 CÁMARA

por medio de la cual se conmemora el bicentenario 
del sacrificio de la Heroína Nacional Policarpa 

Salavarrieta y se dictan varias disposiciones para 
celebrar sus aportes a la República.

Bogotá, D. C., 16 de mayo de 2018

Doctor 

EFRAÍN CEPEDA SANABRIA 

Presidente 

Senado de la República 

Doctor 

RODRIGO LARA 

Presidente

Cámara de Representantes

E. S. D.

Asunto: Informe de Conciliación al Proyecto 
de ley número 115 de 2017 Senado, 195 de 2016 
Cámara, por medio de la cual se conmemora 
el bicentenario del sacrificio de la Heroína 
Nacional Policarpa Salavarrieta y se dictan 
varias disposiciones para celebrar sus aportes a la 
República.

Respetados Presidentes:

En consideración a la designación efectuada por 
las Presidencias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes y con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, El suscrito 
Senador y Representante a la Cámara, miembros 
de la Comisión Accidental de Conciliación, nos 
permitimos someter, por su conducto, a consideración 
de las Plenarias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes, para continuar su trámite 
correspondiente, el texto conciliado del proyecto de 
ley indicado en la referencia.

Con el fin de dar cumplimiento a la designación, 
después de un análisis hemos decidido acoger el 
título y texto aprobado por el hono-rable Senado 
de la República con excepción del artículo seis 
del proyecto de Ley, el cual se toma conforme a 
lo aprobado en la Cámara de Representantes.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
los suscritos conciliadores, solicitamos a las 
Honorables Plenarias del Senado de la República y 
de la Cámara de Representantes, aprobar el Proyecto 
de ley 115 de 2017 Senado, 195 de 2016 Cámara 
por medio de la cual se conmemora el bicentenario 
del sacrificio de la Heroína Nacional Policarpa 
Salavarrieta y se dictan varias disposiciones para 
celebrar sus aportes a la República, el cual se 
transcribe a continuación.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 115 DE 2017 
SENADO, 195 DE 2016 CÁMARA

por medio de la cual se conmemora el bicentenario 
del sacrificio de la Heroína Nacional Policarpa 

Salavarrieta y se dictan varias disposiciones para 
celebrar sus aportes a la República.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley conmemora el 
bicentenario del sacrificio de la Heroína nacional 
Policarpa Salavarrieta acaecido el 14 de noviembre 
de 1817, resaltando el esfuerzo, dedicación y 
sacrificio de la mujer en la lucha de independencia y 
la construcción de la República.

Artículo 2°. La Nación se vincula a la 
conmemoración de los doscientos años del 
fallecimiento de la Heroína nacional Policarpa 
Salavarrieta, para tal fin, se honra y exalta su 
memoria.

Artículo 3°. El Ministerio de Cultura, en 
coordinación con la Biblioteca Nacional, podrá 
seleccionar las obras literarias más representativas 
sobre la vida de la Heroína nacional Policarpa 
Salavarrieta y las distribuirá en las bibliotecas 
de las instituciones educativas de nivel nacional, 
departamental y municipal, con el fin de preservar 
en las futuras generaciones la memoria de la Heroína 
Policarpa Salavarrieta, como también su legado.

Artículo 4°. La Radio Televisión Nacional de 
Colombia (RTVC) podrá producir y emitir un 
documental que recoja y exalte la vida y obra de la 
Heroína Policarpa Salavarrieta.

Artículo 5°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Cultura y la Gobernación de 
Cundinamarca podrán, contribuir a la construcción 

de un monumento en el municipio de Guaduas 
(Cundinamarca) que conmemore la lucha y 
sacrificio de las mujeres víctimas, así como la 
salvaguarda y recuperación de la obra escultórica 
de Policarpa Salavarrieta elaborada por el maestro 
Silvano Cuéllar ubicada en la plaza de Constitución 
del municipio de Guaduas.

Artículo 6°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que a través del Ministerio de Educación, 
desarrolle estrategias pedagógicas encaminadas 
a preservar en los estudiantes de las instituciones 
oficiales, el legado histórico de la Heroína Policarpa 
Salavarrieta.

Artículo 7°. La copia de la presente ley será 
entregada al municipio de Guaduas (Cundinamarca) 
en letra de estilo, en acto especial y protocolario, 
cuya fecha, lugar y hora serán programados por las 
mesas directivas del Congreso de la República.

Artículo 8°. El Banco de la República podrá 
emitir una moneda en honor a la vida y obra de la 
Heroína Policarpa Salavarrieta.

Artículo 9°. Autorícese al, Gobierno nacional 
para que, en cumplimiento de los artículos 341 y 345 
de la Constitución Política de Colombia, incorpore 
en el Presupuesto General de la Nación las partidas 
necesarias, a fin de llevar a cabo las obras a las que 
se refieren los artículos anteriores.

Artículo 10. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación.

De los honorables Congresistas,

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 

217 DE 2018 CÁMARA

Por medio de la cual se modifica la Ley 44 de 1990 
en relación con el cobro del impuesto predial.
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

DEBATE EN CÁMARA
I. TRÁMITE INICIATIVA LEGISLATIVA

El presente Proyecto de Ley fue radicado el 
27 de febrero del presente año, por el honorable 
Senador Roy Leonardo Barreras Montealegre. Le 
correspondió el número 193 de 2018 Senado y 
217 de 2018 Cámara, se publicó en la Gaceta del 
Congreso con el número 65 de 2018.

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El impuesto predial es un tributo de carácter 

municipal y distrital que grava la propiedad raíz, 
con base en los avalúos catastrales del Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi y por las oficinas de 
catastro de algunas ciudades del País.

Este impuesto tuvo su origen en 1920, a través 
de la Ley 34 que reguló la tarifa establecida en el 
numeral 37 del artículo 97 de la Ley 4 de 1913, 
que le otorgó a las Asambleas la competencia para 
reglamentar el impuesto sobre la propiedad  raíz. 

De acuerdo con Martínez Vásquez1, se espera 
que, a mayor autonomía presupuestal, se lleven a 
cabo mayores inversiones que generen escenarios 
para el desarrollo, tanto a nivel nacional como 
subnacional. Sin embargo, es preciso señalar que 
esta situación lleva intrínsecamente supuestos como 
el buen gobierno y la transparencia en el recaudo de 
impuestos y la ejecución de los recursos públicos, 
así como políticas adecuadas de administración de 

1	 El Impuesto a la Propiedad en la Práctica, Cambridge, 
2008.
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estos que garanticen el buen funcionamiento de los 
mecanismos de transferencia.

En el caso colombiano, el manejo del impuesto 
predial siempre ha estado a cargo de las entidades 
territoriales y de conformidad con lo fijado por la 
ley, los Concejos Municipales y Distritales fijan la 
tarifa de este impuesto, que actualmente se cobra y 
se ajusta de forma anual. 

En este sentido, el objetivo de este proyecto de 
ley, es establecer los requisitos e indicadores que 
deberá cumplir el respectivo municipio o Distrito 
que sea capital de Departamento, así como el Distrito 
Capital de Bogotá, para poder hacer el ajuste anual 
de la base gravable del impuesto y de no cumplirse 
con los indicadores y los requisitos establecidos, no 
se podrá hacer el respectivo ajuste hasta por cinco 
años.

En el año 2007, la Corte Constitucional reiteró 
la potestad que tiene el legislativo para definir 
los tributos que se cobran en todos los niveles de 
la administración y fijar los parámetros a los que 
deben ceñirse los respectivos Concejos Municipales 
y Distritales, en los siguientes términos: 

El legislador tiene competencia para establecer 
contribuciones y, como esa previsión incluye toda 
clase de tributos, es evidente que la Constitución 
no solamente prevé la participación directa de 
la ley en la regulación de los tributos, sino que, 
además, hace de ella una fuente esencial en la 
materia, con facultad para configurar también las 
contribuciones que afecten la propiedad inmueble. 
Las atribuciones que la Constitución le otorga a 
los concejos municipales en materia tributaria. 
No se remite a dudas de ninguna índole que las 
mentadas corporaciones de representación popular 
tienen asignadas competencias de orden tributario, 
pero se debe puntualizar que la propia Carta, en 
el numeral 4 de su artículo 313, les atribuye a los 
concejos municipales la competencia para votar los 
tributos y los gastos locales “de conformidad con la 
Constitución y la ley”. Así las cosas, la Constitución 
señala una pauta acerca de la manera como los 
concejos deben ejercer sus atribuciones en materia 
tributaria y al hacerlo se refiere en forma expresa a 
la ley e indica que la corporación municipal debe 
conformarse a ella y a la Constitución cuando se 
trate de votar los tributos locales2. 

En este caso, se requiere prever unos estándares 
mínimos de bienestar para la sociedad, como requisito 
sine qua non para el ajuste anual del impuesto 
predial, con el objetivo de generar una inversión 
eficiente de los recursos de los contribuyentes, a los 
que anualmente se les grava su propiedad inmueble. 

En materia de seguridad, de acuerdo con cifras 
del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística DANE3, en la encuesta de percepción 
de abril a junio de 2017, se encontró que la tasa de 

2	 Corte Constitucional, Sentencia C-517-07 
3	 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/pobla-

cion/convivencia/2017/Presentacion_ECSC_2017.pdf

ciudadanos afectados por un delito es del 16,2%, 
siendo los delitos más frecuentes el denominado 
hurto callejero, el hurto a residencias, el hurto de 
celulares y el hurto a vehículos. 

En este mismo informe se señala que las 
ciudades más afectadas fueron Bogotá, Pasto, Cali, 
Valledupar, Neiva, Cúcuta, Riohacha, Medellín, 
Tunja, Quibdó y Armenia, todas estas capitales de 
departamento, que efectúan siempre el ajuste de la 
base gravable del impuesto. 

Ahora bien, en lo relativo a la movilidad, de 
acuerdo con un estudio de la Red Ciudades Como 
Vamos4, el tráfico en las principales ciudades del 
país se ha complicado, la congestión se debe en 
parte a la falta de vías; la disminución del uso de 
los sistemas de transporte público y la realización de 
obras, pero, principalmente, al incremento del uso 
de vehículos particulares (carros y motos), medidas 
como el Pico y Placa, no han sido suficientes para 
mejorar la movilidad de las ciudades.

En lo relacionado con la prestación de los 
servicios públicos, de acuerdo con el Departamento 
Nacional de Planeación5, en las capitales del País la 
cobertura supera el 80%, pero no se ha garantizado 
plenamente la continuidad en la prestación de los 
servicios.

Finalmente, en lo relacionado con el desempeño 
fiscal, el Departamento Nacional de Planeación6, 
estableció en el Índice de Desempeño Fiscal, 
concluyendo que de 2015 a 2016, este desempeño 
disminuyó en cinco puntos, “en los territorios 
(departamentos y municipios) el gasto de inversión 
disminuyó 14% entre 2015 y 2016 (de $88,9 
billones a $76,4 billones). La inversión entre final y 
principio de gobiernos se reduce, en especial por las 
formulaciones de los nuevos planes de desarrollo y 
los tiempos de contratación que se toman las nuevas 
administraciones.

El ranking de los mejores cinco municipios con 
su respectivo puntaje, son: Rionegro–Antioquia 
(91,25), Monterrey- Casanare (90,74), Cajicá-
Cundinamarca (88,78), Nobsa–Boyacá (88,67) 
y Tenjo–Cundinamarca (88,18). Los municipios 
con más bajo desempeño fiscal fueron: Tadó-
Chocó, en el puesto 1.101 (34,55 puntos); Topaipí-
Cundinamarcan en la posición 1.100 (36,29 puntos); 
Cunday-Tolima es el  1.099 (36,87 puntos); Curillo-
Caquetá se ubica 1.098 (42,29 puntos) y Fredonia-
Antioquia es el 1.097 (42,32 puntos).

Vale la pena destacar, que solo después de los 
primeros cinco municipios, aparecen las primeras 
capitales dentro de ese Ranking, empezando por 
Bogotá con 82,5 puntos, seguido de Medellín, 
Pereira y Santa Marta. 

4	 REDCOMOVAMOS.org
5	 Sistema de Indicadores Sociodemográficos SDS 
6	 https://www.dnp.gov.co/Paginas/Desempe%C3%B1o-

Fiscal-de-los-municipios-disminuy%C3%B3--entre-
2015-y-2016.aspx
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II. TEXTO PROPUESTO PARA APROBACIÓN EN PRIMER DEBATE COMISIÓN TERCERA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES

TEXTO ORIGINAL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 217 DE 2018 

CÁMARA
OBSERVACIONES TEXTO PROPUESTO PARA 

PRIMER DEBATE

“por medio de la cual se modifica la Ley 
44 de 1990 en relación con el cobro del 
impuesto predial”.

Teniendo en cuenta que el objeto del 
presente Proyecto de Ley es establecer 
los requisitos para el ajuste anual de la 
base gravable del impuesto predial, y no 
el contenido total de la Ley 44 de 1990, 
solo se debe referir al articulado que se 
pretende modificar. 

“por medio de la cual se modifica el ar-
tículo 8º de la Ley 44 de 1990, modifi-
cado por el artículo 6º de la Ley 242 de 
1995, en relación al ajuste anual de la 
base gravable del impuesto predial. 

Artículo 1º Objeto. El objeto de la pre-
sente Ley es establecer los requisitos 
para el ajuste anual del cobro del im-
puesto predial, en los departamentos y 
distritos que sean capitales de departa-
mento, así como el Distrito Capital de 
Bogotá.

De acuerdo  al título del Proyecto de 
Ley, así como el parágrafo tres del ar-
tículo dos al que hace referencia el 
presente, se debe corregir el objeto del 
mismo.

Artículo 1º Objeto. La presente Ley pre-
tende modificar el artículo 8º de la Ley 
44 de 1990, modificado por el artículo 
6º de la Ley 242 de 1995, en relación 
con el ajuste anual de la base gravable 
del impuesto predial, en los municipios 
y distritos que sean capitales de depar-
tamento, así como el Distrito Capital de 
Bogotá. 

Artículo 2º Ajuste anual de la base. 
Adiciónese un parágrafo, al artículo 8º 
de la Ley 44 de 1990, modificado por el 
artículo 6º de la Ley 242 de 1995, así:

Parágrafo 3°. Los municipios y distri-
tos, que sean capitales de departamen-
to, para  poder ajustar la base gravable 
anual del impuesto predial, deberán 
cumplir con los indicadores de seguri-
dad y movilidad, garantizar una cober-
tura y continuidad en la prestación de 
servicios públicos superior al ochenta 
por ciento  y tener un desempeño fiscal 
eficiente. 

Para los efectos de este artículo, se en-
tenderá que se cumple con los indicado-
res de seguridad, si la tasa de hurtos y 
homicidios se encuentra por debajo de 
la media nacional. Los indicadores de 
movilidad se entienden cumplidos si 
existe un tiempo eficiente de desplaza-
miento periferia centro, existe acceso a 
medios de transporte  alternativos, así 
como bajas emisiones de CO2.

Para la definición del desempeño fiscal, 
el puntaje de desempeño debe ser igual 
o superior al promedio nacional, de con-
formidad con el índice definido por el 
Departamento Nacional de Planeación.
Estos indicadores, así como los demás 
requisitos, deberán cumplirse el año in-
mediatamente anterior a la vigencia fis-
cal para la cual se realice el ajuste del 
impuesto.

De no cumplirse con los indicadores y 
requisitos establecidos en este parágra-
fo, se deberá suspender el ajuste anual 
de la base del impuesto predial, hasta 
por cinco años.

De acuerdo con el objeto del Proyecto 
de Ley, el artículo segundo, parágrafo 
tercero  del presente, debe incluir nue-
vamente al  Distrito Capital de Bogotá.

Artículo 2º Ajuste anual de la base. 
Adiciónese un parágrafo, al artículo 8º 
de la Ley 44 de 1990, modificado por el 
artículo 6º de la Ley 242 de 1995, así:

Parágrafo 3°. Los municipios y distri-
tos, que sean capitales de departamento, 
así como el Distrito Capital de Bogo-
tá,  para  poder ajustar la base gravable 
anual del impuesto predial, deberán 
cumplir con los indicadores de seguri-
dad y movilidad, garantizar una cober-
tura y continuidad en la prestación de 
servicios públicos superior al ochenta 
por ciento (80%) y tener un desempeño 
fiscal eficiente. 

Para los efectos de este artículo, se en-
tenderá que se cumple con los indicado-
res de seguridad, si la tasa de hurtos y 
homicidios se encuentra por debajo de 
la media nacional. Los indicadores de 
movilidad se entienden cumplidos si 
existe un tiempo eficiente de desplaza-
miento periferia centro, existe acceso 
a medios de transporte alternativos, así 
como bajas emisiones de CO2.

Para la definición del desempeño fiscal, 
el puntaje de desempeño debe ser igual 
o superior al promedio nacional, de con-
formidad con el índice definido por el 
Departamento Nacional de Planeación. 
Estos indicadores, así como los demás 
requisitos, deberán cumplirse el año in-
mediatamente anterior a la vigencia fis-
cal para la cual se realice el ajuste del 
impuesto.

De no cumplirse con los indicadores y 
requisitos establecidos en este parágra-
fo, se deberá suspender el ajuste anual 
de la base del impuesto predial, hasta 
por cinco años.

Así las cosas, bajo estos precisos puntos de 
búsqueda de un mejor bienestar y unas inversiones 
más eficientes, en los municipios y distritos, capitales 
de departamento, a través de esta iniciativa legislativa 

se busca establecer unas exigencias específicas, para 
poder hacer el ajuste anual de la base gravable del 
impuesto predial, que de no cumplirse, el ajuste 
quedará congelado, hasta por cinco años. 
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TEXTO ORIGINAL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 217 DE 2018 

CÁMARA
OBSERVACIONES TEXTO PROPUESTO PARA 

PRIMER DEBATE

Artículo 3º Vigencia. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

Ninguna. Artículo 3º Vigencia. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

III. PROPOSICIÓN
Por las consideraciones plasmadas, se rinde 

Informe de Ponencia favorable para Primer Debate 
ante la honorable Comisión Tercera de la Cámara 
de Representantes al Proyecto de ley número 217 
Cámara, “por medio de la cual se modifica la Ley 
44 de 1990 en relación con el cobro del impuesto 
predial”.

De los honorables Representantes, 

VIII.  TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE EN CÁMARA AL PROYECTO  

DE LEY No. 217 DE 2018 CÁMARA 

por medio de la cual se modifica el artículo 8º de la 
Ley 44 de 1990, modificado por el artículo 6º de la 
Ley 242 de 1995, en relación al ajuste anual de la 

base gravable del impuesto predial. 

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente Ley pretende 
modificar el artículo 8º de la Ley 44 de 1990, 
modificado por el artículo 6º de la Ley 242 de 1995, 
en relación con el ajuste anual de la base gravable 
del impuesto predial, en los municipios y distritos 
que sean capitales de departamento, así como el 
Distrito Capital de Bogotá.

Artículo 2º. Ajuste anual de la base. Adiciónese 
un parágrafo, al artículo 8º de la Ley 44 de 1990, 
modificado por el artículo 6º de la Ley 242 de 1995, 
así:

Parágrafo 3. Los municipios y distritos, que 
sean capitales de departamento, así como el 
Distrito Capital de Bogotá,  para  poder ajustar la 
base gravable anual del impuesto predial, deberán 
cumplir con los indicadores de seguridad y 
movilidad, garantizar una cobertura y continuidad 
en la prestación de servicios públicos superior al 
ochenta por ciento (80%) y tener un desempeño 
fiscal eficiente. 

Para los efectos de este artículo, se entenderá que 
se cumple con los indicadores de seguridad, si la 
tasa de hurtos y homicidios se encuentra por debajo 
de la media nacional. Los indicadores de movilidad 

se entienden cumplidos si existe un tiempo eficiente 
de desplazamiento periferia centro, existe acceso a 
medios de transporte  alternativos, así como bajas 
emisiones de CO2.

Para la definición del desempeño fiscal, el puntaje 
de desempeño debe ser igual o superior al promedio 
nacional, de conformidad con el índice definido 
por el Departamento Nacional de Planeación. Estos 
indicadores, así como los demás requisitos, deberán 
cumplirse el año inmediatamente anterior a la 
vigencia fiscal para la cual se realice el ajuste del 
impuesto.

De no cumplirse con los indicadores y requisitos 
establecidos en este parágrafo, se deberá suspender 
el ajuste anual de la base del impuesto predial, hasta 
por cinco años.

Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

De los honorables Representantes, 

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2018
En la fecha se recibió en esta Secretaría el Informe 

de Ponencia para Primer Debate del Proyecto de 
ley número 217 de 2018 Cámara, “por medio de 
la cual se modifica la ley 44 de 1990 en relación 
con el cobro del impuesto predial”, presentado 
por los honorables Representantes Crhistian José 
Moreno Villamizar, Jack Housni Jaller, y se remite 
a la Secretaría General de la Corporación para su 
respectiva publicación en la Gaceta del Congreso, 
tal y como lo ordena el artículo 156 de la Ley 5ª de 
1992.

La Secretaria General,
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 198 

DE 2018 SENADO, 227 DE 2018 CÁMARA

por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 

adoptan medidas para su sujeción a la Justicia.
Bogotá, D. C., 16 de mayo de 2018
Doctor 
ROOSVELT RODRÍGUEZ RENGIFO 
Presidente
Comisión Primera 
Senado de la República 
Ciudad, 
Doctor 
CARLOS ARTURO CORREA
Presidente
Comisión Primera 
Cámara de Representantes 
Ciudad
Referencia: Informe de Ponencia para primer 

debate Proyecto de ley número 198 de 2018 
Senado, 227 de 2018 Cámara, por medio de la 
cual se fortalecen la investigación y judicialización 
de organizaciones criminales y se adoptan medidas 
para su sujeción a la Justicia.

SÍNTESIS DEL PROYECTO
A través de este proyecto de ley se consagran una 

serie de medidas penales y de procedimiento penal 
para facilitar la investigación y juzgamiento de los 
Grupos Delictivos Organizados y de los Grupos 
Armados Organizados, estableciendo para estos 
últimos un procedimiento especial de sometimiento 
a la justicia. 

TRÁMITE DEL PROYECTO
Origen: Gubernamental.
Autor: Ministro de Justicia y del Derecho – 

Enrique Gil Botero. 
Proyecto publicado: Gaceta del Congreso 

número 084 de 2018.
Trámite del proyecto: Mensaje de Urgencia e 

Insistencia.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN  

DE PONENCIA
Conforme a lo expresado en el artículo 150 de la 

Ley 5ª de 1992, el día 18 de abril en Senado y el día 
4 de mayo de 2018 en Cámara, fuimos designados 
ponentes en primer debate del Proyecto de ley 
número 198 de 2018 Senado, 227 de 2018 Cámara, 
por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 
adoptan medidas para su sujeción a la Justicia.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto de ley está integrado por cincuenta 

y ocho (58) artículos clasificados en tres títulos, el 

primer título comprende el ámbito de aplicación de 
la ley, cuyas disposiciones se aplicaran a los Grupos 
Armados Organizados y a los Grupos Delictivos 
Organizados. 

El segundo título comprende las “medidas 
para el fortalecimiento de la investigación y la 
judicialización de los Grupos Armados Organizados 
y a los Grupos Delictivos Organizados, dotando 
de las herramientas necesarias a los organismo 
judiciales para adelantar las labores investigativas 
necesarias. 

El tercer título consagra el procedimiento especial 
para el sometimiento a la justicia de los Grupos 
Armados organizados, aplicable exclusivamente a 
este tipo de organizaciones.

COMENTARIOS DE LOS PONENENTES
CONSIDERACIONES GENERALES

Tal y como lo determinó en su informe final1 
la Comisión Asesora de política Criminal del 
Ministerio de Justicia y del Derecho, luego del 
sometimiento a la justicia del paramilitarismo, hubo 
una “atomización del crimen organizado”, que se 
refleja actualmente con la presencia de diferentes 
grupos delincuenciales, financiados entre otros por 
economías ilegales provenientes del narcotráfico y 
de la minería ilegal. 

De acuerdo con la Fundación Paz y 
Reconciliación2, la desmovilización de las 
Autodefensas Unidas de Colombia tuvo un carácter 
parcial y que los mandos medios y los reductos 
paramilitares que persistieron después de cerrado 
el ciclo de negociación fueron el reservorio de las 
nuevas bandas criminales. Estas fuerzas florecieron 
en la mayoría de los territorios donde dejaron las 
armas los bloques paramilitares, sólo que ahora 
ponen mayor atención a los centros urbanos y 
han cambiado sus modalidades organizativas 
acudiendo a un funcionamiento en red en vez de las 
estructuras verticales que habían tenido en la fase 
anterior. Persisten en el negocio del narcotráfico, 
pero derivan con gran eficacia hacia el microtráfico 
en las grandes ciudades y al tiempo han ampliado 
su participación en la minería ilegal, en el 
contrabando de muy diversos productos, en la trata 
de personas, en la extorsión, en el robo de celulares 
y de autopartes, componiendo un portafolio diverso 
y potente.

Es tal el nivel de criminalidad de estas 
organizaciones que las herramientas de 
judicialización vigentes, no responden con la 
eficacia adecuada y necesaria para adelantar en 
forma exitosa este proceso. 

En el mencionado informe la Comisión de Política 
Criminal mencionó que, “el gobierno identifica a las 
Bacrim como la principal amenaza a la seguridad 
de los colombianos y señala que estos grupos 

1	 INFORME FINAL Diagnóstico y propuesta de linea-
mientos de política criminal para el Estado colombiano, 
Comisión Asesora de Política Criminal, julio de 2012. 

2	  



Gaceta del Congreso  280	 Jueves, 17 de mayo de 2018	 Página 11

criminales están detrás del repunte en los últimos 
dos años de muchos de los delitos anteriormente 
mencionados. Frente a este escenario, el gobierno 
ha planteado una estrategia de judicialización de 
las Bacrim, focalizada regionalmente y que incluye 
mecanismos concretos para lograr una coordinación 
más eficaz entre estamentos militares, policiales 
y de justicia”, a través de esta iniciativa, se busca 
robustecer lo relativo a los instrumentos judiciales 
para la investigación y juzgamiento de los miembros 
de estos grupos del crimen organizado. 

De acuerdo con Vicente Torrijos3, en Colombia, las 
Bandas Criminales (BACRIM) son organizaciones 
macrocriminales, significativamente armadas, que 
desarrollan actividades tanto de control de grandes 
negocios ilícitos como de depredación subsidiara 
de los mismos, y que con frecuencia emplean la 
violencia como mecanismo de disciplinamiento 
interno, de delimitación de áreas de influencia 
específicas y de coacción e intimidación unilateral 
sobre terceros a fin de mantener las condiciones de 
operación requeridas por sus actividades. Tomando 
en cuenta esta condición, la iniciativa legislativa 
que se pone a consideración de las Comisiones 
Primeras Conjuntas, hace una clasificación de los 
grupos delincuenciales a los que se enfrenta la 
institucionalidad colombiana, tomando en cuenta su 
forma de accionar, el nivel de influencia, su forma de 
organización, así como el número de víctimas, dando 
lugar a la existencia de Grupos Delincuenciales 
Organizados, con un menor nivel de accionar y los 
Grupos Armados Organizados, que cuentan con un 
nivel mayor de accionar, organización, impacto y 
sofisticación de sus conductas. 

Para la definición de los Grupos Armados 
Organizados, se toma en cuenta además, la 
calificación previa del Consejo de Seguridad 
Nacional. 

En este mismo sentido, tomando en cuenta que 
Colombia ratificó mediante la Ley 800 de 2003, 
la Convención de Las Naciones Unidas Contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, que 
establece la clasificación de Grupo Delictivo 
Organizado, así como de los grupos estructurados. 
Este proyecto de ley, guarda concordancia con las 
disposiciones de esta convención, en especial en lo 
relativo a la lucha contra la criminalidad organizada 
y la extradición, toda vez que el sometimiento 
a la justicia por parte de los Grupos Armados 
Organizados, no es óbice para la eventual extradición 
de miembros de estos grupos si hay lugar a esta.

Finalmente, es necesario recordar que el punto 3.4 
del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
estableció como las medidas indispensables para 
la terminación del conflicto, que: “el Gobierno 

3	  	 TORRIJOS R., Vicente. 2010. TERRORISMO 
DESMITIFICADO Verdades y Mentiras Sobre la Vio-
lencia en Colombia. REVISTA – Bogotá (Colombia) Vol. 
5 No. 1 – Enero – Junio. [En línea] Mayo de 2010. [Cita-
do el: 12 de noviembre  de 2017.] http://www.umng.edu.
co/www/resources/Articulo%206.pdf. Pág. 130.

nacional garantizará la implementación de 
las medidas necesarias para intensificar con 
efectividad y de forma integral, las acciones con las 
organizaciones y conductas criminales responsables 
de homicidios y masacres, que atentan contra 
defensores/as de derechos humanos, movimientos 
sociales o movimientos políticos o que amenacen 
o atenten contra las personas que participen en la 
implementación de los acuerdos y la construcción 
de la paz, incluyendo las organizaciones criminales 
que hayan sido denominadas como sucesoras del 
paramilitarismo y sus redes de apoyo. Además 
asegurará la protección de las comunidades en los 
territorios, que se rompa cualquier tipo de nexo 
entre política y uso de las armas, y que se acaten 
los principios que rigen toda sociedad democrática. 

Esta iniciativa desarrolla lo previsto en este 
punto del Acuerdo Final y establece particularmente 
medidas, como la creación del tipo penal autónomo 
de Amenazas contra defensores de derechos humanos 
y servidores públicos, así como el tipo penal de 
Asesoramiento a Grupos delictivos organizados y 
Grupos Armados organizados. 

Establece además una circunstancia de agravación 
punitiva al delito de constreñimiento al sufragante, 
cuando este sea cometido por miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados y modifica el tipo penal de concierto 
para delinquir, estableciendo como circunstancia de 
agravación punitiva que el delito sea cometido por 
un servidor público.

En los relativo al sometimiento a la Justicia de 
los Grupos Armados Organizados, se establecen 
las condiciones bajo las cuales se puede dar este 
sometimiento para obtener un beneficio judicial de 
una rebaja de hasta el 50% de la pena, que no será 
acumulable con otros beneficios de rebaja y no limita 
la investigación de nuevas conductas cometidas por 
los integrantes de estos grupos. 	

TRÁMITE PROYECTO DE LEY NÚMERO 
014 DE 2017 SENADO, 023 DE 2017 CÁMARA

Bajo el procedimiento establecido en el Acto 
Legislativo 01 de 2016 se radicó en el mes de 
octubre de 2017 el Proyecto de ley número 014 
de 2017 Senado, 023/17 Cámara, cuyo contenido 
era muy similar al proyecto que se está tramitando 
actualmente, esta vez bajo el procedimiento de 
mensaje de urgencia e insistencia.

El proyecto que inició mediante el procedimiento 
legislativo especial de paz no pudo completar su 
trámite porque se venció el término de vigencia 
de este procedimiento especial, sin embargo en 
el debate que se llevó a cabo en las Comisiones 
Primeras Conjuntas, se creó una subcomisión para 
concertar las proposiciones que se presentaron 
durante el trámite de la iniciativa, modificaciones 
que se sugiere incluir en éste proyecto de ley. Estas 
modificaciones fueron presentadas por las bancadas 
de todos los partidos políticos con asiento en las 
Comisiones Primeras Constitucionales y se resumen 
a continuación: 
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ARTÍCULO AUTOR CONTENIDO DE LA 
PROPOSICIÓN

DECISIÓN DE LA 
SUBCOMISIÓN

Artículo 1°. Ámbito de 
aplicación.

Senadora Doris Vega Adicionar la expresión “en 
desarrollo del punto 3.4.13 
del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y 
la construcción de una Paz 
estable y duradera.

Avalar la Proposición. Por 
cuanto da mayor claridad so-
bre la conexidad de esta ini-
ciativa con el Acuerdo Final.

Artículo 5°. Definición Con-
cierto para Delinquir.

Senador Manuel Enríquez 
Rosero

Complementa el nombre de 
los tipos penales de tráfico, 
fabricación o porte de estu-
pefaciente, drogas toxicas 
o sustancias psicotrópicas 
y de financiación o admi-
nistración de recursos re-
lacionados con actividades  
terroristas.

Avalar la Proposición. Esta-
blece con claridad el nombre 
con el que están tipificados 
los dos delitos a los que hace 
referencia.

Artículo 21. Criterios para 
determinar el peligro para la 
comunidad.

Senadora Paloma Valencia y 
Representante Samuel Hoyos

Disminuye el tiempo de exis-
tencia de los grupos de dos 
a un año y define el control 
suficiente para realizar opera-
ciones criminales en todo el 
territorio nacional.

Avalar Parcialmente la Pro-
posición. No es conveniente 
permitir una existencia de 
grupos tan corta pero aciertan 
los autores de la proposición 
al establecer que el control 
puede ser en cualquier zona 
del territorio. No obstante se 
sugiere mantener la disposi-
ción relacionada con los terri-
torios PEDET.

Artículo 33. Solicitud de su-
jeción.

Representante Clara Rojas Crea un parágrafo nuevo es-
tableciendo que los destina-
tarios de esta ley tendrán un 
periodo de cinco años para 
presentar la solicitud de su-
jeción.

Avalar Parcialmente la Pro-
posición. Haciendo claridad 
que el periodo es de seis me-
ses. 

Artículo 37. Acta de sujeción 
individual.

Representante Clara Rojas Crea un parágrafo nuevo es-
tableciendo que los destina-
tarios de esta ley tendrán un 
periodo de cinco años para 
presentar la solicitud de su-
jeción.

Avalar Parcialmente la Pro-
posición. Haciendo claridad 
que el periodo es de seis me-
ses. 

Artículo 37. Acta de sujeción 
individual.

Senador Roy Barreras y Re-
presentante Navas Talero

Adiciona un inciso inicial 
que dice: “Surtido el trámite 
señalado en el artículo 34 y 
una vez ubicados en las zo-
nas de agrupación determina-
das por el Gobierno nacional 
como lo dispone el artículo 
38 de esta ley”.

Avalar la Proposición. Por 
cuanto da claridad en la inter-
pretación sistemática de la ley 

Artículo 40. Suspensión de 
ordenes de captura

Senadora Paloma Valencia y 
Representante Samuel Hoyos

Establece la obligatoriedad 
de revocar la suspensión de 
las órdenes de captura para 
las personas en proceso de 
sujeción que estén incum-
pliendo las normas de con-
ducta. 

Avalar la Proposición. Por 
cuanto es viable no dejar esta 
competencia potestativa.

Artículo 40. Suspensión de 
ordenes de captura

Senador Roy Barreras y Re-
presentante Navas Talero

Establece que en todo caso se 
deben suspender las órdenes 
de captura hasta que sea ad-
mitido el fallo condenatorio 
y establece como incumpli-
miento la comisión de nuevos 
delitos dolosos o preterinten-
cionales.

Avalar la Proposición. Es 
importante establecer la uni-
formidad en el criterio de 
suspensión de las órdenes de 
captura y que no se entienda 
como incumplimiento la co-
misión de un delito doloso. 

Artículo 42. Fiscales delega-
dos y verificación.

Senador Manuel Enríquez 
Rosero

Cambia el verbo realizar por 
iniciar en lo relacionado al 
proceso de judicialización. 

Avalar la Proposición. Toda 
vez que da mayor claridad al 
Artículo.
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MODIFICACIONES
 Se sugiere establecer como modificaciones las 

propuestas presentadas en el debate del proyecto de 
ley que surtió su trámite el año anterior y que no fue 
aprobado antes de finalizar el periodo de vigencia 
del procedimiento legislativo especial de paz, 
consagrado en el artículo 1º del Acto Legislativo 01 
de 2016.

Estas modificaciones fueron objeto de estudio 
en una Comisión Accidental creada para el efecto 
por la Mesa Directiva de las Comisiones Primeras 
Conjuntas. 

PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones, solicitamos a 

los miembros de la Comisiones Primeras Conjuntas 
del Senado de la República y de la Cámara de 
Representantes, dar primer debate al Proyecto de ley 
número 198 de 2018 Senado, 227 de 2018 Cámara, 
por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 
adoptan medidas para su sujeción a la Justicia, con 
el pliego de modificaciones propuesto. 

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 198 DE 2018 SENADO, 227 DE 2018 

CÁMARA

por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 

adoptan medidas para su sujeción a la justicia.
El Congreso de Colombia

DECRETA
TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN
CAPÍTULO ÚNICO
Normas generales

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones previstas en la presente ley se aplicarán 
en la investigación y judicialización de los Grupos 
Delictivos Organizados (GDO), y los Grupos 
Armados Organizados (GAO). En desarrollo del 
punto 3.4.13 del Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una paz estable y 
duradera. 

 Las disposiciones establecidas en el Título III se 
aplicarán exclusivamente para los Grupos Armados 
Organizados (GAO).

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de 
esta ley se entenderá por:

Grupos Armados Organizados (GAO): 
Aquellos que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio 
un control tal que les permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas.

Para identificar si se está frente a un Grupo 
Armado Organizado se tendrán en cuenta los 
siguientes elementos concurrentes:

•	 Que use la violencia armada contra la Fuer-
za Pública u otras instituciones del Estado; 
la población civil; bienes civiles, o contra 
otros grupos armados.

•	 Que tenga la capacidad de generar un nivel 
de violencia armada que supere el de los 
disturbios y tensiones internas.

•	 Que tenga una organización y un mando 
que ejerza liderazgo o dirección sobre sus 
miembros, que le permitan usar la violen-
cia contra la población civil, bienes civiles 
o la Fuerza Pública, en áreas del territorio 
nacional.

Grupo Delictivo Organizado (GDO): El grupo 
estructurado de tres o más personas que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concertadamente 
con el propósito de cometer uno o más delitos 
graves o delitos tipificados con arreglo a la 
Convención de Palermo, con miras a obtener, directa 
o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material.

Los delitos cometidos por estos grupos no 
necesariamente tendrán que ser de carácter 
transnacional sino que abarcarán también aquellos 
delitos que se encuentren tipificados en el Código 
Penal  colombiano.

Parágrafo. En todo caso, para establecer si 
se trata de un Grupo Armado Organizado, será 
necesaria la calificación previa del Consejo de 
Seguridad Nacional.

TÍTULO II
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
INVESTIGACIÓN Y DE LA JUDICIALIZACIÓN 
DE LOS GRUPOS DELICTIVOS ORGANIZADOS 
Y DE LOS GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS

CAPÍTULO I
Medidas punitivas para combatir las 

organizaciones criminales
Artículo 3°. Adiciónese el artículo 182A de la 

Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
Artículo 182A. Constreñimiento ilegal por parte 

de miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados. Los miembros, 
testaferros o colaboradores de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, que 
mediante constreñimiento impidan u obstaculicen el 
avance de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET), establecidos en el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción 
de una Paz Estable y Duradera, incurrirán en prisión 
de cuatro (4) a seis (6) años.

http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
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Artículo 4°. Adiciónese un inciso final al 
artículo 387 de la Ley 599 de 2000, relativo al 
Constreñimiento al sufragante, el cual quedará así:

La pena se aumentará en una tercera parte 
cuando la conducta sea cometida por miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 340 de la Ley 
599 de 2000, relativo al Concierto para delinquir, el 
cual quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. Cuando 
varias personas se concierten con el fin de cometer 
delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola 
conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a 
ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer delitos 
de genocidio, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños 
y adolescentes, trata de personas, del tráfico de 
migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes, drogas tóxicas o sustancias 
sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, 
enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato 
y conexos, o financiación del terrorismo y de grupos 
de delincuencia organizada y administración de 
recursos relacionados con actividades terroristas y de 
la delincuencia organizada, ilícito aprovechamiento 
de los recursos naturales renovables, contaminación 
ambiental por explotación de yacimiento minero o 
hidrocarburo, explotación ilícita de yacimiento minero 
y otros materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, la 
pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años 
y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta 
mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará en la 
mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, 
dirijan, encabecen, constituyan o financien el 
concierto para delinquir o sean servidores públicos.

Cuando se tratare de concierto para la comisión de 
delitos de contrabando, contrabando de hidrocarburos 
y sus derivados, fraude aduanero, favorecimiento 
y facilitación del contrabando, favorecimiento de 
contrabando de hidrocarburos o sus derivados, la pena 
será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos 
mil (2.000) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 340A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 340A. Asesoramiento a Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. El que ofrezca, preste o facilite 
conocimientos jurídicos, contables, técnicos o 
científicos, ya sea de manera ocasional o permanente, 
remunerados o no, con el propósito de servir o 
contribuir a los fines ilícitos de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, 
incurrirá por esta sola conducta en prisión de seis 
(6) a diez (10) años e inhabilidad para el ejercicio 

de la profesión, arte, oficio, industria o comercio por 
veinte (20) años.

No se incurrirá en la pena prevista en este artículo 
cuando los servicios consistan en la defensa técnica, 
sin perjuicio del deber de acreditar sumariamente 
el origen lícito de los honorarios. En todo caso el 
Estado garantizará la defensa técnica¿.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
346 de la Ley 599 de 2000, relativo a la Utilización 
ilegal de uniformes e insignias, el cual quedará así:

Parágrafo. Cuando la conducta sea desarrollada 
dentro de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET), la pena se aumentará 
de una tercera parte a la mitad.

Artículo 8°. Adiciónese el numeral 8 al inciso 
3° del artículo 365 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

8. 	 Cuando la conducta sea desarrollada dentro 
de los territorios que conforman la cobertu-
ra geográfica de los Programas de Desarro-
llo con Enfoque Territorial (PDET)¿.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 188E a la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 188E. Amenazas contra defensores 
de derechos humanos y servidores públicos. El 
que por cualquier medio atemorice o amenace a 
una persona que ejerza actividades de promoción 
y protección de los derechos humanos, o a sus 
familiares, o a cualquier organización dedicada 
a la defensa de los mismos, comunicándole la 
intención de causarle un daño constitutivo de uno 
o más delitos, en razón o con ocasión de la función 
que desempeñe, incurrirá en prisión de cuatro (4) 
a ocho (8) años.

En la misma pena se incurrirá cuando las 
conductas a las que se refiere el inciso anterior 
recaigan sobre un servidor público o sus familiares.

Parágrafo. Se entenderá por familiares a los 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o civil, segundo de afinidad o sobre cónyuge o 
compañera o compañero permanente o cualquier 
otra persona que se halle integrada a la unidad 
doméstica del destinatario de la amenaza.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 347 de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 347. Amenazas. El que por cualquier 
medio atemorice o amenace a una persona, familia, 
comunidad o institución, con el propósito de causar 
alarma, zozobra o terror en la población o en un 
sector de ella, incurrirá por esta sola conducta, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de trece 
punto treinta y tres (13.33) a ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la amenaza o intimidación recayere sobre un 
miembro de una organización sindical, un periodista 
o sus familiares, en razón o con ocasión al cargo o 
función que desempeñe, la pena se aumentará en 
una tercera parte.
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CAPÍTULO II
Herramientas de investigación y judicialización

Artículo 11. Adiciónese el artículo 224A a la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 224A. Término para la realización de 
actividades investigativas de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. Sin 
perjuicio de lo establecido en las normas que prevean 
un término mayor, en el caso de las actividades 
investigativas que requieran control judicial previo, 
cuando se trate de las investigaciones que se 
adelanten contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, la 
orden del fiscal deberá ser diligenciada en un plazo 
de seis (6) meses, si se trata de la indagación, y de tres 
(3) meses, cuando esta se expida con posterioridad a 
la formulación de imputación.

Artículo 12. Adiciónese un parágrafo al artículo 
235 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Parágrafo. Los funcionarios de Policía Judicial 
deberán rendir informes parciales de los resultados 
de la interceptación de comunicaciones cuando 
dentro de las mismas se establezcan informaciones 
que ameriten una actuación inmediata para recolectar 
evidencia o elementos materiales probatorios e 
impedir la comisión de otra u otras conductas 
delictivas. En todo caso, el fiscal comparecerá 
ante el juez de control de garantías a efectos de 
legalizar las actuaciones cuando finalice la actividad 
investigativa.

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 
236 de la Ley 906 de 2004, relativo a la Recuperación 
de información dejada al navegar por internet u 
otros medios tecnológicos que produzcan efectos 
equivalentes, el cual quedará así:

Parágrafo. Cuando se trate de investigaciones 
contra miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados, la Policía Judicial 
dispondrá de un término de seis (6) meses en 
etapa de indagación y tres (3) meses en etapa de 
investigación, para que expertos en informática 
forense identifiquen, sustraigan, recojan, analicen y 
custodien la información que recuperen.

Artículo 14. Adiciónese un inciso final al artículo 
242 de la Ley 906 de 2004, relativo a la Actuación 
de agentes encubiertos, el cual quedará así: 

Para efectos de lo dispuesto en el presente 
artículo también podrá disponerse que los miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados puedan actuar como agentes 
encubiertos.

Artículo 15. Adiciónese un parágrafo al artículo 
244 de la Ley 906 de 2004, relativo a la Búsqueda 
selectiva en bases de datos, el cual quedará así:

Parágrafo. Los términos para la búsqueda 
selectiva en base de datos en las investigaciones que 
se adelanten contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados en 
etapa de indagación serán de seis (6) meses y en 

investigación de tres (3) meses, prorrogables hasta 
por un término igual.

Artículo 16. Adiciónese un parágrafo 5° al 
artículo 284 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Prueba anticipada, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. La prueba testimonial anticipada 
se podrá practicar en todos los casos en que se 
adelanten investigaciones contra miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. Las pruebas testimoniales que se 
practiquen de manera anticipada en virtud de este 
parágrafo solo podrán repetirse en juicio a través 
de videoconferencia, siempre que a juicio del Juez 
de conocimiento no se ponga en riesgo la vida 
e integridad del testigo o sus familiares, o no sea 
posible establecer su ubicación.

Artículo 17. Adiciónese el artículo 429A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 
elementos materiales probatorios, evidencia física 
e información legalmente obtenida, recopilada o 
producida por las autoridades administrativas en 
desarrollo de sus competencias y con observancia 
de los procedimientos propios de las actuaciones 
disciplinarias, fiscales o sancionatorias, podrán 
ser utilizados e incorporados a las indagaciones 
o investigaciones penales correspondientes, 
sin menoscabar los derechos y procedimientos 
establecidos en la Constitución Política.

Los conceptos, informes, experticias y demás 
medios de conocimiento obtenidos, recolectados 
o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias podrán ser 
ingresados al juicio por quien los suscribe, por 
cualquiera de los funcionarios que participó en la 
actuación administrativa correspondiente o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento 
material probatorio o evidencia física.

Artículo 18. Adiciónense dos nuevos parágrafos 
al artículo 297 de la Ley 906 de 2004, relativo a los 
requisitos generales para la legalización de captura, 
los cuales quedarán así:

Parágrafo 2°. La persona que sea capturada será 
puesta a disposición del juez de control de garantías 
dentro de un término de 36 horas, el cual será 
interrumpido con la instalación de la audiencia por 
parte del juez competente en cumplimiento de lo 
señalado en el artículo 28 de la Constitución Política.

 En todo caso para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 
el criterio de plazo razonable, de conformidad con la 
Convención Americana de Derechos Humanos y la 
jurisprudencia interamericana.

Parágrafo 3°. En la audiencia de legalización 
de captura el fiscal podrá solicitar la legalización 
de todos los actos de investigación concomitantes 
con aquella que requieran control de legalidad 
posterior. Cuando se trate de tres o más capturados 
o actividades investigativas a legalizar, el inicio de 
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la audiencia interrumpe los términos previstos en la 
ley para la legalización.

Artículo 19. Adiciónese el artículo 212B a la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 212B. Reserva de la actuación penal. La 
indagación será reservada. En todo caso, la Fiscalía 
podrá revelar información sobre la actuación por 
motivos de interés general.

Artículo 20. Adiciónese el artículo 307A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 307A. Término de la detención 
preventiva. Cuando se trate de delitos cometidos 
por miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados, el término de la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad no 
podrá exceder de tres (3) años. Vencido el término 
anterior sin que se haya emitido sentido del fallo, 
se sustituirá la medida de aseguramiento por una 
no privativa de la libertad que permita cumplir con 
los fines constitucionales de la medida en relación 
con los derechos de las víctimas, la seguridad de la 
comunidad, la efectiva administración de justicia y 
el debido proceso.

La sustitución de la medida de aseguramiento 
por una no privativa de la libertad deberá efectuarse 
en audiencia ante el juez de control de garantías. La 
Fiscalía establecerá la naturaleza de la medida no 
privativa de la libertad que procedería, presentando 
los elementos materiales probatorios o la información 
legalmente obtenida que justifiquen su solicitud.

Parágrafo. La solicitud de revocatoria para 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados sólo podrá ser 
solicitada ante los jueces de control de garantías de la 
ciudad o municipio donde se formuló la imputación 
y donde se presentó o deba presentarse el escrito de 
acusación.

Artículo 21. Adiciónese el artículo 313A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 313A. Criterios para determinar 
el peligro para la comunidad y el riesgo de no 
comparecencia en las investigaciones contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados. En las 
investigaciones contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, para los efectos del artículo 296 de la 
Ley 906 de 2004, constituirán criterios de peligro 
futuro y riesgo de no comparecencia, cualquiera de 
los siguientes:

1. 	 Cuando el tiempo de existencia del grupo 
supere dos (2) años.

2. 	 La gravedad de las conductas delictivas 
asociadas con el grupo, especialmente si se 
trata de delitos como el homicidio, secues-
tro, extorsión o el lavado de activos.

3. 	 El uso de armas letales en sus acciones de-
lictivas.

4. 	 Cuando la zona territorial o el ámbito de in-
fluencia del grupo recaiga sobre cualquier 
zona del territorio o dentro de los territorios 
que conforman la cobertura geográfica de 
los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET).

5. 	 Cuando el número de miembros del grupo 
sea superior a quince (15) personas.

6.	 Haber sido capturado o imputado dentro de 
los tres años anteriores, por conducta cons-
titutiva de delito doloso.

7. 	 Cuando las víctimas sean defensores de de-
rechos humanos o hagan parte de poblacio-
nes con especial protección constitucional.

8. 	 La utilización de menores de edad en la co-
misión de delitos por parte del grupo.

Artículo 22. Adiciónese el artículo 317A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 317A. Causales de libertad. Las medidas 
de aseguramiento en los casos de miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados tendrán vigencia durante toda la 
actuación. La libertad del imputado o acusado 
se cumplirá de inmediato y solo procederá en los 
siguientes eventos:

1. 	 Cuando se haya cumplido la pena según 
la determinación anticipada que para este 
efecto se haga, o se haya decretado la pre-
clusión, o se haya absuelto al acusado.

2. 	 Como consecuencia de la aplicación del 
principio de oportunidad, cuando se trate 
de modalidad de renuncia.

3. 	 Como consecuencia de las cláusulas del 
acuerdo cuando haya sido aceptado por el 
juez de conocimiento.

4. 	 Cuando transcurridos ciento ochenta (180) 
días contados a partir de la fecha de impu-
tación no se hubiere presentado el escrito 
de acusación o solicitado la preclusión, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 294  
del Código de Procedimiento Penal.

5. 	 Cuando transcurridos cuatrocientos (400) 
días contados a partir de la fecha de presen-
tación del escrito de acusación, no se haya 
dado inicio a la audiencia de juicio por causa 
no imputable al procesado o a su defensa.

6. 	 Cuando transcurridos quinientos (500) días 
contados a partir de la fecha de inicio de la 
audiencia de juicio, no se haya emitido el 
sentido del fallo.

Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se 
restablecerán los términos cuando hubiere 
improbación de la aceptación de cargos, de los 
preacuerdos o de la aplicación del principio de 
oportunidad.

Parágrafo 2°. No se contabilizarán los términos 
establecidos en los numerales 5 y 6 del presente 
artículo, cuando la audiencia de juicio oral no 
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se haya podido iniciar o terminar por maniobras 
dilatorias del acusado o su defensor.

Parágrafo 3°. La libertad de los miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados sólo podrá ser solicitada 
ante los jueces de control de garantías de la ciudad 
o municipio donde se formuló la imputación, y 
donde se presentó o donde deba presentarse el 
escrito de acusación.

Cuando la audiencia no se haya podido iniciar 
o terminar por causa objetiva o de fuerza mayor, 
por hechos ajenos al juez o a la administración de 
justicia, la audiencia se iniciará o reanudará cuando 
haya desaparecido el motivo que la originó.

CAPÍTULO III
Disposiciones complementarias a los capítulos 

anteriores
Artículo 23. Jueces de control de garantías para 

grupos delictivos organizados y grupos armados 
organizados. El Consejo Superior de la Judicatura 
garantizará jueces de control de garantías con la 
función especial de atender prioritariamente las 
diligencias relacionadas con los delitos cometidos 
por Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados de los que trata la presente 
ley, los cuales podrán desplazarse para ejercer sus 
funciones sin que ello afecte su competencia. Los 
jueces designados para tales efectos deberán ser 
capacitados para el tratamiento de los delitos propios 
de la delincuencia organizada.

Artículo 24. Defensoría pública. La Defensoría del 
Pueblo dispondrá de defensores públicos ambulantes, 
para asistir a las audiencias relacionadas con 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. Estos profesionales tendrán como 
propósito principal velar por el estricto cumplimiento 
del debido proceso y las garantías fundamentales de 
los miembros del respectivo grupo.

La Defensoría del Pueblo será la responsable de 
conformar los grupos de defensores prioritarios con 
el fin de que tengan disponibilidad inmediata en el 
evento de que sean requeridos.

El Ministerio Público, la Rama Judicial y el 
Gobierno nacional, podrán celebrar convenios para 
garantizar la logística necesaria para los efectos de 
este artículo.

Artículo 25. Mecanismos de cooperación 
sobre nuevas tecnologías. El Gobierno nacional, 
en coordinación con la Fiscalía General de la 
Nación, implementará programas específicos 
de capacitación, adquisición de tecnología, y de 
acciones articuladas entre entidades públicas, 
que permitan combatir eficaz y oportunamente el 
avance de tecnologías que faciliten la operación 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados.

Para cumplir con lo dispuesto en el inciso 
anterior, la Fiscalía y el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, desarrollarán 
un protocolo que permita periódicamente evaluar 

el desarrollo de nuevas tecnologías y las formas 
de detección y control de las mismas como acción 
concreta en la lucha contra el crimen organizado.

Artículo 26. Cooperación internacional entre 
agencias y organismos de investigación. El Gobierno 
nacional, a través de sus organismos competentes 
y en coordinación con la Fiscalía General de la 
Nación, adelantará los contactos necesarios con 
las autoridades de los países interesados en adoptar 
una estrategia común para la persecución de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente artículo, se promoverá la unificación de 
procedimientos y protocolos entre las diferentes 
autoridades, incluyendo la adopción de mecanismos 
que permitan la actuación internacional aún 
en territorio extranjero y, en todo caso, con la 
autorización del país respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en tratados 
internacionales, el Gobierno nacional podrá celebrar 
acuerdos con autoridades extranjeras y organizaciones 
internacionales para la prevención, detección y 
combate de los delitos cometidos por Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. En este 
marco, y cuando un caso particular así lo amerite, 
podrán llevarse a cabo investigaciones u operaciones 
conjuntas con un propósito específico y un plazo 
limitado; adoptarse medidas como la adscripción o 
intercambio de personal, y compartirse la información 
sobre las actividades delictivas, naturaleza, estructura 
y medios empleados por la organización delictiva, 
la identificación de los sospechosos y los bienes 
involucrados.

Artículo 27. Presunción probatoria sobre el 
origen ilícito de los bienes de grupos delictivos 
organizados y grupos armados organizados. 
Cuando existan elementos de juicio que indiquen 
que los bienes que pertenecen a los miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados se encuentran estrechamente asociados 
a su actividad delictiva, se presume su origen o 
destinación en la actividad ilícita.

En cumplimiento de esta presunción, el fiscal 
delegado deberá adelantar el trámite correspondiente 
al comiso o extinción de dominio, de acuerdo con 
las normas establecidas para el efecto en la Ley 906 
de 2004 y la Ley 1708 de 2014 y demás normas que 
las modifiquen.

Artículo 28. Adiciónese el artículo 83A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 83A. Suspensión de giros nacionales 
e internacionales del sistema postal de pagos. En 
cualquier momento de la actuación, a petición de la 
fiscalía, el juez de control de garantías podrá ordenar 
el no pago de un objeto del sistema postal de pagos, 
cuando tenga inferencia razonable de que el dinero 
es producto directo o indirecto de la comisión 
de conductas punibles por parte de miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados.
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TÍTULO III
PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA LA 
SUJECIÓN A LA JUSTICIA DE GRUPOS 

ARMADOS ORGANIZADOS
CAPÍTULO I

Normas generales
Artículo 29. Normativa aplicable. En todo lo 

no regulado expresamente en esta ley se aplicará 
lo dispuesto en la Ley 906 de 2004, en particular 
en lo concerniente a la intervención del Ministerio 
Público en razón de sus funciones y de protección 
de los derechos de las víctimas.

Artículo 30. Ámbito personal de aplicación. 
Las normas establecidas en este título solamente 
serán aplicables a los miembros de los Grupos 
Armados Organizados cuya sujeción a la justicia se 
produzca con posterioridad a la entrada en vigencia 
de la presente ley.

Artículo 31. Etapas. El procedimiento para la 
sujeción a la justicia por parte de los grupos armados 
organizados y sus miembros se realizará en dos 
etapas: i) la de acercamiento colectivo; y ii) la de 
judicialización.

La etapa de acercamiento colectivo correrá a 
cargo del Gobierno nacional y la de judicialización 
les corresponderá a la Fiscalía General de la Nación 
y a los jueces designados.

Artículo 32. Reglamentación. El Fiscal 
General de la Nación reglamentará, a través de 
directivas y resoluciones internas, la aplicación del 
procedimiento para la judicialización.

CAPÍTULO II
Acercamientos colectivos con los grupos 

armados organizados
Artículo 33. Solicitud de sujeción. Los grupos 

armados organizados de que trata el artículo 2° de esta 
ley deberán manifestar de manera escrita al Gobierno 
nacional su voluntad de sujetarse colectivamente a la 
justicia, a través del representante que sus miembros 
deleguen, mediante poder formalmente otorgado.

La solicitud suscrita por el representante o 
delegado de la organización deberá contener cuando 
menos la siguiente información:

1. 	 Manifestación expresa, libre, voluntaria y 
debidamente informada de sujetarse a la 
justicia.

2. 	 Información precisa que permita identificar 
la estructura del grupo armado organizado, 
su área de influencia y expansión territorial, 
su modo de operación y el número total de 
sus integrantes.

3. 	 La individualización de todos los miem-
bros que se van a sujetar a la justicia con 
sus respectivas actas de sujeción indivi-
dual, suscritas bajo su nombre, documento 
de identificación, firma y huella.

4. 	 Las conductas delictivas que serán recono-
cidas colectiva o individualmente por los 

integrantes de la organización, en especial 
lo relacionado con actos de corrupción y la 
vinculación de servidores públicos en ellos; 
tráfico de estupefacientes, lo que incluye 
rutas de narcotráfico, lavado de activos y 
ubicación de plantaciones; participación de 
menores en las actividades del grupo arma-
do organizado; minería criminal y tráfico 
de armas.

5. 	 Información conducente para la identifica-
ción de las víctimas de los delitos que serán 
reconocidos colectivamente.

6. 	 Relación detallada de los bienes que han 
sido obtenidos producto de la comisión de 
conductas punibles y que serán entregados 
en el marco de la sujeción a la justicia. Tra-
tándose de bienes cuya tradición esté sujeta 
a registro, se identificarán como correspon-
de, de conformidad con la ley.

7. 	 Información específica sobre otras acti-
vidades económicas y del mercado ilícito 
de las cuales derivan recursos económicos 
para su financiamiento y articulación, así 
como la relación e información de los tes-
taferros del grupo y sus miembros.

8. 	 La información sobre las distintas estruc-
turas de apoyo, en especial aquellas com-
puestas por otras organizaciones criminales 
y por servidores públicos.

9. 	 La individualización e identificación de los 
menores de edad que hagan parte de la or-
ganización, quienes serán entregados a la 
protección del Estado, antes de la reunión 
de los miembros del grupo.

10. 	Un plan de reparación a las víctimas.
11. 	Las demás que establezca el Gobierno na-

cional.
Parágrafo 1°. Recibida la solicitud de sujeción, 

el Gobierno nacional procederá a verificar el 
cumplimiento formal de los requisitos señalados 
en este artículo. Si la solicitud omite cualquiera 
de los presupuestos señalados, se concederá a la 
organización solicitante un (1) mes para subsanarla. 
Vencido el término anterior sin que se hubiese 
corregido la solicitud, procederá a rechazarla y 
devolverá la documentación allegada.

Parágrafo 2°. Verificado el cumplimiento formal 
de los requisitos previstos en este artículo, el 
Gobierno nacional remitirá toda la documentación 
al Fiscal General de la Nación y copia de la misma 
al Procurador General de la Nación, para el cabal 
desarrollo de sus competencias.

Parágrafo 3°. Respecto de los bienes se aplicarán 
las reglas específicas de la Ley de Extinción de 
Dominio.

Parágrafo 4°. Remitida la documentación de 
que trata el parágrafo segundo de este artículo, el 
Gobierno nacional dará a conocer a la comunidad 
y a las víctimas, por cualquier medio idóneo, el 
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proceso de sujeción a la justicia de los miembros del 
grupo armado organizado.

Parágrafo 5º. Los destinatarios de esta ley tendrán 
un periodo máximo de seis meses para presentar la 
solicitud de sujeción.

Artículo 34. Delegación para los acercamientos. 
Una vez analizada la manifestación de sujeción a la 
justicia, el Gobierno nacional podrá asignar mediante 
acto administrativo, a uno o varios de sus delegados, 
la facultad de llevar a cabo los acercamientos 
colectivos, según las funciones descritas en el 
artículo siguiente, con los representantes de la 
organización que haya realizado una solicitud de 
sujeción.

Artículo 35. Funciones del delegado para los 
acercamientos. Específicamente, el o los delegados 
del Gobierno nacional, para este efecto, podrán:

1. 	 Informar a los miembros del grupo la nor-
matividad del proceso de sujeción a la jus-
ticia y sus consecuencias.

2. 	 Proponer al Consejo de Seguridad Nacio-
nal, junto con el representante autorizado 
del Grupo, las zonas, fechas y demás aspec-
tos administrativos y logísticos necesarios 
para la reunión y entrega de la organiza-
ción.

3. 	 Recibir, junto con los funcionarios compe-
tentes del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, antes de la reunión de los 
miembros del grupo, a los menores de edad 
que estén en su poder.

4. 	 Las demás que les sean delegadas por el 
Gobierno nacional.

Parágrafo. El ejercicio de las funciones aquí 
descritas no comportará el inicio de acciones de 
responsabilidad penal o disciplinaria.

Artículo 36. Delitos que deben ser aceptados. 
Deberán ser aceptados aquellos delitos que hayan sido 
cometidos en razón y con ocasión a la pertenencia al 
grupo armado organizado, en desarrollo del objetivo 
ilícito perseguido por el grupo o que sirvan para 
facilitarlo.

La aceptación de responsabilidad en estos 
delitos no implica que no se puedan investigar, 
juzgar y sancionar otras conductas realizadas por 
los miembros del grupo armado organizado, que no 
hayan sido objeto de aceptación y que constituyan 
hechos distintos.

Artículo 37. Acta de sujeción individual. Junto 
con la solicitud de sujeción, los representantes del 
grupo armado organizado entregarán al Gobierno 
nacional las actas de sujeción individual de cada 
uno de los miembros del grupo que hará parte del 
proceso. Cada una de estas actas deberá contener:

1. 	 La identificación plena del miembro del 
grupo, la que deberá contener cuando me-
nos: nombres y apellidos completos, alias 
dentro de la organización, documento de 
identidad, firma y huella.

2. 	 La fecha de ingreso a la organización, el rol 
o roles que asumió dentro del grupo y las 
zonas donde cometió las actividades delic-
tivas.

3. 	 Una exposición detallada de la participa-
ción en cada una de las conductas delictivas 
de la organización, respecto de las que re 
conoce responsabilidad penal.

4.	 Los elementos materiales probatorios, evi-
dencia física e información que acredite la 
realización de las conductas delictivas.

5. 	 La manifestación expresa, libre, voluntaria 
e informada y debidamente asesorada, de 
renunciar a su derecho a no autoincriminar-
se.

6. 	 El compromiso de no volver a cometer con-
ductas punibles y de garantía de buena con-
ducta.

7. 	 A efectos de la determinación de las san-
ciones penales respectivas, podrá hacer 
referencia a las condiciones individuales, 
familiares, sociales, modo de vivir, y an-
tecedentes de todo orden. De considerarlo 
conveniente, podrá referirse a la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado de conformidad 
con la ley.

Parágrafo 1°. La manifestación de que trata 
el numeral quinto del presente artículo deberá 
estar precedida de la información expresa sobre el 
derecho contenido en el artículo 385 del Código de 
Procedimiento Penal, lo cual constará en el acta.

Parágrafo 2°. El acta de sujeción individual será 
considerada evidencia suficiente de la comisión de 
las conductas en ella contenidas y la manifestación 
de aceptación será suficiente para perfeccionar el 
allanamiento a cargos.

El juez verificará, al momento de la audiencia 
correspondiente, que la manifestación contenida en 
el acta de sujeción individual se realizó de manera 
libre, voluntaria e informada.

Parágrafo 3º. Los destinatarios de esta ley tendrán 
un periodo máximo de seis meses para presentar la 
solicitud de sujeción individual.

Artículo 38. Zonas de reunión. El Gobierno 
nacional determinará la zona geográfica en la cual 
se realizará la reunión de los miembros del grupo 
armado organizado, teniendo en cuenta la zona de 
influencia de la organización, el número de personas 
que pretenden sujetarse a la justicia y cualquier otro 
factor relevante. Podrán establecerse uno o más 
lugares dentro del territorio nacional.

Así mismo, se podrán establecer corredores 
de seguridad en el territorio nacional para que 
las personas que quieran sujetarse a la justicia de 
manera colectiva se desplacen con el fin de llegar a 
los lugares de reunión.

Artículo 39. Reunión de los miembros del 
grupo armado organizado con fines de sujeción a 
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la justicia. Los miembros de los grupos se reunirán 
en la fecha y lugares definidos por el Gobierno 
nacional. La reunión de los miembros del grupo 
armado organizado tendrá como finalidad:

1. 	 La desvinculación de todos los menores de 
edad que se encuentren en el Grupo Arma-
do Organizado, de conformidad con lo es-
tablecido en el numeral 9 del artículo 33 de 
la presente ley.

2. 	 La entrega de todos los elementos ilícitos 
en poder de los miembros del Grupo Arma-
do Organizado, lo que incluye armas, mu-
niciones, uniformes de uso privativo de las 
Fuerzas Militares, listados de testaferros, 
bienes y activos, sustancias psicoactivas 
ilícitas, entre otros.

3. 	 La realización de las actividades tendientes 
a la verificación de plena identificación de 
cada miembro.

4. 	 La judicialización de los miembros del 
Grupo Armado Organizado, así como de 
sus testaferros.

5. 	 Garantizar que los miembros del Grupo Ar-
mado Organizado reciban la asistencia téc-
nica de un defensor público en caso de no 
contar con defensor de confianza.

6. 	 Materializar las demás actividades y com-
promisos consignados en la solicitud de su-
jeción.

Parágrafo 1°. La reunión de los miembros del 
Grupo Armado Organizado en los lugares designados 
y su permanencia en ellos, es un acto voluntario. Sin 
embargo, si alguna persona decide dejar las zonas de 
reunión y tuviere orden de captura suspendida, está 
será reactivada y materializada inmediatamente.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos armados 
organizados no se entenderán privados de la libertad 
mientras se encuentren en el lugar designado por el 
Gobierno nacional. El tiempo que los miembros del 
grupo armado organizado permanezcan en estos 
territorios no será tenido en cuenta para el cómputo 
de las penas privativas de la libertad, ni como 
materialización de órdenes de captura.

Artículo 40. Suspensión de órdenes de captura. 
Una vez iniciado el proceso de sujeción a la justicia, 
y con el fin de facilitar su desarrollo, la Fiscalía 
General de la Nación, previa solicitud expresa del 
Consejo de Seguridad Nacional, podrá suspender, 
hasta el momento en que se emita sentido de fallo 
condenatorio, las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los representantes de 
los grupos armados organizados y sus miembros.

Parágrafo 1°. En caso de que se determine que 
alguna de las personas que está en el proceso de 
sujeción está incumpliendo las normas de conducta 
colectivas o cometa nuevos delitos dolosos o 
preterintencionales, se procederá a revocar la 
suspensión de su orden de captura, y se procederá de 
inmediato a su materialización.

Parágrafo 2°. Cualquier delito cometido por los 
miembros de la organización, durante el tiempo 
que dure su permanencia en las zonas de reunión, 
se tramitará de conformidad con el procedimiento 
previsto en el Código de Procedimiento Penal.

Parágrafo 3°. La suspensión de órdenes de captura 
de que trata el presente artículo tendrá aplicación 
exclusivamente en el territorio definido por el Gobierno 
nacional como zonas de reunión y en los corredores de 
seguridad fijados para el desplazamiento a ellas.

Artículo 41. Legalización de captura. Consi-
derando que los solicitantes del proceso de sujeción 
a la justicia no se encuentran privados de la libertad 
en las zonas de reunión, no se realizarán audiencias 
de legalización de captura respecto de los hechos y 
delitos que sean reconocidos en el acta de sujeción 
individual.

CAPÍTULO III
Etapa de judicialización

Artículo 42. Fiscales delegados y verificación. 
Recibida la documentación de que trata el parágrafo 
2° del artículo 33 de esta ley, el Fiscal General de la 
Nación procederá a delegar a los fiscales y funcionarios 
de policía judicial necesarios para iniciar el proceso de 
judicialización, quienes inmediatamente adelantarán 
las labores investigativas que resulten necesarias para 
la verificación de la información remitida.

Parágrafo. Si, producto de las verificaciones 
o de las investigaciones en curso adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación, se advierte la 
existencia de nuevos hechos, el fiscal delegado para 
la judicialización podrá ponerlos en conocimiento 
del representante de la organización, para que, si lo 
estiman conveniente, adicionen el acta de sujeción 
individual dentro de los cinco (5) días siguientes.

Artículo 43. Acusación y contenido. Surtida 
la etapa prevista en el artículo anterior, el fiscal 
procederá a elaborar el escrito de acusación colectiva 
únicamente respecto de los hechos y delitos cuya 
responsabilidad se reconoce en el acta de sujeción 
individual, y comunicará los cargos a los solicitantes 
mediante la entrega del escrito de acusación a estos y 
a sus defensores.

De la comunicación se dejará constancia, a la que 
se adjuntarán las actas de sujeción individual, lo cual 
equivaldrá al allanamiento a cargos y comportará una 
rebaja punitiva de hasta el cincuenta por ciento (50%) de 
la pena impuesta, salvo que se trate de delitos definidos 
como de Lesa Humanidad en el Derecho Internacional 
de Los Derechos Humanos y el derecho Internacional 
Penal, caso en el cual será de hasta un 30%. Esta rebaja 
no será acumulable con otras disminuciones de pena 
reguladas en la legislación ordinaria.

El escrito deberá contener:
1. 	 La relación clara y sucinta de los hechos ju-

rídicamente relevantes objeto de aceptación.
2. 	 La referencia a las condiciones individuales, 

familiares, sociales, modo de vivir y antece-
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dentes de todo orden del procesado y, si lo 
considera conveniente, la probable determi-
nación de pena aplicable y la concesión de 
algún subrogado.

3. 	 La constancia de comunicación del escrito 
de acusación.

4. 	 El acta de sujeción individual.
Parágrafo 1°. La Fiscalía fijará, atendiendo 

criterios de conexidad y contexto, el número de 
integrantes de la organización que comprenderá cada 
acusación colectiva.

Parágrafo 2°. Los hechos y delitos que no se 
encuentren relacionados en el acta de sujeción 
individual, o que producto de las verificaciones, o de las 
investigaciones en curso, no hayan sido adicionados 
por el solicitante, serán investigados y juzgados 
de conformidad con las normas y procedimientos 
previstos en el Código de Procedimiento Penal. En 
el evento en que el solicitante sea condenado por 
estos hechos, perderá la rebaja de pena que haya sido 
otorgada en virtud de esta ley.

Parágrafo 3°. Para todos los efectos procesales la 
entrega de la acusación equivaldrá a la formulación 
de imputación de la que trata la Ley 906 de 2004.

Artículo 44. Presentación de la acusación 
colectiva. Dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la entrega del escrito de acusación al que se refiere el 
artículo anterior, el fiscal deberá presentarlo ante el 
juez que de conformidad con el artículo 49 designe el 
Consejo Superior de la Judicatura, quien adelantará 
la audiencia de verificación de sujeción y sentencia.

Artículo 45. Audiencia de verificación de 
sujeción y sentido de fallo. Dentro de los diez (10) 
días siguientes a la presentación del escrito de 
acusación, el juez designado llevará a cabo audiencia 
de verificación de sujeción y sentido de fallo, en la 
que, una vez corroborada la presencia de las partes, 
procederá a:

1. 	 Verificar que la sujeción de cada una de las 
personas relacionadas en la acusación colec-
tiva haya sido libre, voluntaria, debidamente 
informada y previamente asistida por su de-
fensor.

2. 	 Emitir el sentido de fallo condenatorio.
3. 	 El juez, de plano, ordenará la privación de 

la libertad y librará inmediatamente la orden 
de encarcelamiento, de conformidad con las 
normas vigentes.

Parágrafo 1°. En el evento en que cualquiera de 
los acusados decida no aceptar su responsabilidad 
en esta audiencia, se dará por terminado el proceso 
de sujeción a la justicia respecto de este, su 
judicialización se tramitará por las normas previstas en 
el Código de Procedimiento Penal y se restablecerán 
automáticamente las órdenes de captura que hubieren 
sido expedidas en su contra.

Parágrafo 2°. En ningún caso se dará lectura al 
escrito de acusación colectiva.

Artículo 46. Traslado de la sentencia e 
interposición de recursos. Anunciado el sentido del 
fallo, el juez contará con diez (10) días para proferir 
la sentencia y correr traslado escrito de la misma a las 
partes.

La sentencia se entenderá notificada con la entrega 
de una copia de la misma al condenado o a su defensor.

Surtida la notificación a la que se refiere el inciso 
anterior, las partes contarán con cinco (5) días para 
interponer y sustentar el recurso de apelación contra 
la decisión de primera instancia. Este se presentará 
por escrito y se tramitará conforme a lo dispuesto por 
el procedimiento ordinario.

Artículo 47. Divisibilidad de las decisiones. Podrán 
emitirse sentencias referentes a la responsabilidad 
penal de los miembros del grupo armado organizado 
relacionadas con los delitos aceptados de manera 
colectiva, sin perjuicio de las sentencias sobre la 
responsabilidad individual de los integrantes de estas 
organizaciones.

Artículo 48. Celebración de audiencias. El 
Gobierno nacional brindará los recursos necesarios 
para la instalación de salas transitorias de audiencias 
que permitan la rápida y efectiva judicialización de 
todos los miembros de la organización criminal que 
se sujeten a la justicia.

Con el objetivo de lograr la judicialización 
de todas las personas que se sujeten a la justicia y 
buscando garantizar el efectivo ejercicio del derecho 
de defensa, se dispondrá de salas de audiencia con 
capacidad para al menos cincuenta (50) procesados 
por sala, sus defensores y demás intervinientes.

Parágrafo. El juez, en ejercicio de sus poderes 
correccionales, podrá interrumpir, suspender o 
detener la intervención de alguna de las partes si 
encuentra que es innecesaria y genera dilaciones.

Artículo 49. Competencia. El Consejo Superior de 
la Judicatura designará y garantizará la disponibilidad 
y el desplazamiento de los jueces que conocerán 
exclusivamente del juzgamiento de los hechos y 
personas objeto de esta ley.

Para el desarrollo de las audiencias y demás actos 
procesales contenidos en esta ley, no serán aplicables 
las reglas de competencia territorial establecidas en 
los artículos 42, 43 y 44 del Código de Procedimiento 
Penal.

Los funcionarios judiciales podrán desarrollar 
las audiencias y los demás actos procesales en los 
lugares de reunión de los miembros de los grupos 
armados organizados, sin consideración al lugar 
donde ocurrieron los hechos.

Artículo 50. Validez probatoria de las 
manifestaciones de los sujetados a la justicia. Las 
manifestaciones de aceptación de responsabilidad 
contenidas en las actas de sujeción y sus anexos serán 
elementos materiales probatorios suficientes para 
acreditar la responsabilidad penal respecto de los 
delitos objeto de sujeción a la justicia. Lo anterior, sin 
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perjuicio de la posibilidad de que la Fiscalía General 
de la Nación aporte elementos materiales probatorios, 
evidencia física o información legalmente obtenida de 
las conductas punibles cometidas por los miembros 
del grupo armado organizado.

El mismo valor probatorio tendrán los 
interrogatorios de los miembros del grupo que se 
hubieren realizado.

Artículo 51. Intervención de las víctimas. Dentro 
del presente procedimiento se garantizarán los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación y su intervención se regirá por las normas 
procesales ordinarias, haciendo especial énfasis en 
las garantías de no repetición.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 52. Apoyo interinstitucional. El Gobierno 
nacional coordinará con las entidades involucradas 
todo lo necesario para el correcto desarrollo del 
proceso de sujeción colectiva de grupos armados 
organizados.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, la 
Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la 
Nación, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), el Instituto Penitenciario y Carcelario (Inpec) y 
las demás entidades involucradas, según sus competencias 
constitucionales y legales, deberán garantizar:

1. 	 La seguridad de los funcionarios públicos y 
de los integrantes del grupo armado organi-
zado, para materializar la reunión de que tra-
ta el artículo 39, y mientras dure la misma.

2. 	 Las condiciones de habitabilidad del lugar 
de reunión de los integrantes del grupo ar-
mado organizado.

3. 	 La disponibilidad de funcionarios de la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil.

4. 	 La disponibilidad de defensores públicos.
5. 	 La disponibilidad de jueces de control de ga-

rantías y de conocimiento.
6. 	 La disponibilidad de fiscales y funcionarios 

de policía judicial.
7. 	 La disponibilidad de procuradores y perso-

neros.
8. 	 La disponibilidad de defensores de familia o 

personal del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar (ICBF).

9. 	 El soporte alimentario y sanitario para los 
miembros de los grupos armados organiza-
dos durante la reunión, a cargo del Gobierno 
nacional.

10. 	La internación y traslado de los miembros 
de los grupos armados organizados a los 
centros de detención y reclusión cuando sea 
del caso.

11. 	Todas las demás que resulten necesarias para 
el adecuado proceso de sujeción del grupo 
armado organizado.

Parágrafo. Cada entidad será responsable dentro 
del ámbito de sus competencias para lograr un 

armónico desarrollo de las jornadas de reunión y 
judicialización efectiva. Su falta de colaboración 
oportuna y efectiva se entenderá como una forma de 
obstrucción a la justicia y dará lugar a las sanciones 
que establezca la ley.

Artículo 53. Acción de la Fuerza Pública. El 
Presidente de la República, mediante orden expresa 
y en la forma que estime pertinente, determinará la 
localización y las modalidades de acción de la Fuerza 
Pública, siendo fundamental para ello que no se 
afecten los derechos y libertades de la comunidad, ni 
genere inconvenientes o conflictos sociales.

Artículo 54. Programas de Reintegración 
Social. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
entrada de vigencia de esta ley, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (Inpec) implementará 
un programa especial y con enfoque diferencial de 
reintegración social y laboral para quienes se sujetan 
a la justicia en el marco de la presente ley.

La Agencia para la Reincorporación y Normalización 
(ARN) apoyará el diseño e implementación del 
programa del que trata este artículo.

Parágrafo. El Gobierno nacional, en ejercicio de la 
función reglamentaria establecida en el primer inciso 
del artículo 91 del Código de Extinción de Dominio, 
deberá crear un rubro específico destinado a financiar 
programas de resocialización y reintegración a la vida 
civil, con cargo a los recursos que le corresponden. 
El programa especial de que trata este artículo podrá 
participar de estos recursos.

Artículo 55. Comisión de nuevas conductas 
punibles. Quienes hayan aceptado la sujeción a la 
justicia, de acuerdo con el contenido de la presente 
ley, cometieren un nuevo delito dentro de los cinco 
(5) años siguientes al proferimiento de la sentencia, 
perderán la rebaja punitiva establecida en el artículo 
43, mediante decisión que adoptará el juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, previa 
comunicación de la Fiscalía General de la Nación.

Artículo 56. Extradición. En ningún caso, la 
sujeción a la justicia de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la presente ley impedirá la extradición 
de los miembros de los Grupos Armados Organizados.

Artículo 57. Condiciones especiales de reclusión. 
El Gobierno nacional reglamentará las condiciones 
especiales de reclusión que se les aplicarán a los 
miembros de los Grupos Armados Organizados que 
se sujeten a la justicia en el marco del título tercero 
de esta ley.

Artículo 58. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.
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